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Procedencia:

Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira
ASUNTO:
Desata la Corporación el recuso de apelación interpuesto el defensor del acusado Luis Fernando Bedoya Ríos, contra la sentencia condenatoria proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira.
ANTECEDENTES:

Se conoce en autos que en horas de la noche del 19 de diciembre de 2008 a la vivienda ubicada en la Carrera 84 No. 35 A-08 barrio Los Guayacanes de Cuba en esta ciudad, donde habitaban las señoras María del Carmen Jaramillo Muñoz y Luz Eunifer Ríos Jaramillo, ingresaron tres personas cubriendo sus rostros y portando armas de fuego, para despojar a sus moradores de bienes muebles avaluados en la suma de $ 2’300.000.
En el instante en que los individuos abandonan la vivienda, una patrulla de Policía al advertir los gritos de auxilio de las afectadas, procedió a intervenir y logra la captura de uno de los asaltantes, quien se identificó como Luís Fernando Bedoya Ríos, persona que portaba un arma de fuego.

Al momento de llevarse a cabo las audiencias de control de legalidad de la aprehensión e imputación, el señor Bedoya Ríos hizo manifestación voluntaria de aceptación de los cargos formulados por hurto calificado y agravado, en concurso material con fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones.

Como consecuencia del allanamiento a cargos, se dio lectura al fallo que condenó al acusado Bedoya Ríos a la pena corporal de treinta y un (31) meses y veinticuatro (24) días de prisión, más la accesoria de rigor, a la vez que le negó la concesión del subrogado penal de la condena de ejecución condicional y la sustitutiva de prisión domiciliaria, ante lo cual el defensor interpuso recurso de apelación.

DE LA IMPUGNACION:
Intervención del defensor apelante: 
Manifiesta que sustentó la petición del sustituto de prisión intramural, porque su defendido no presenta antecedentes penales, prestó servicio militar al Estado como soldado profesional, y se retiró por un accidente ocasionado con el arma de dotación que lo incapacitó para continuar y agrega que el acusado es padre de una menor. 

Expresó que el señor Bedoya Ríos lleva privado de libertad 18 meses y 18 días, más 2 meses por trabajo, estudio y servicio a la comunidad carcelaria, observando conducta ejemplar en el establecimiento, hace parte activa del comité de derechos humanos, por lo cual recibió reconocimiento especial, plasmado en la Resolución No. 948 del 15 de diciembre de 2009, a la cual dio lectura.

Implora el beneficio domiciliario, por considerar que su asistido no es persona proclive al delito, que observa una conducta basada en principios morales y éticos, y fue demandado por la madre de su hija, porque no ha podido volver a cumplir con sus deberes como padre, por encontrarse en prisión.

Aduce la existencia de un documento en el que asume la responsabilidad civil e indemniza a las afectadas con el daño y solicita el beneficio de prisión domiciliaria; dice que el sentenciado carece de antecedentes y que sí valora los derechos humanos, como se ha destacado por el establecimiento carcelario.
Trae a referencia la sentencia de 30 de abril de 2008, radicación 29644 ponencia de la Magistrada María del Rosario González de Lemos y el auto de 10 de marzo de 2009, radicado 311381 emanado de la misma Sala de Casación Penal, para sustentar que procede invocar la prisión domiciliaria, porque si bien está condenado, no coloca en peligro su entorno al lado de su abuela materna. Asegura que su pupilo no va a continuar con esta actitud proclive al delito, porque no tiene esa calidad de delincuente; y que además es padre cabeza de familia, pues él convivía con la madre del menor, a quien le prestaba ayuda.

Haciendo exhibición del registro civil de la hija del acusado, manifestó que con su detención se le está coartando el derecho que le asiste a esta niña de tener el padre a su lado, su ayuda y su sostenimiento. Concluye deprecando el beneficio de prisión domiciliaria, pues en su sentir, ya purgó el castigo por el error cometido.

El acusado: Pidió perdón por los errores cometidos y agrega que ha ido recuperando a su familia con la que ahora ha entablado una buena relación; que se equivocó pero quiere una segunda oportunidad.

La Fiscal no recurrente.

Solicitó confirmar la negativa del beneficio de condena de ejecución condicional y la prisión domiciliaria, al considerar acertados los argumentos del juez sobre el análisis de los requisitos establecidos en la norma. Considera el hecho sumamente grave, por las circunstancias en que se registró, ya que el agresor habitaba en la residencia a la que irrumpió con arma de fuego, encerrando las víctimas en un baño, con amenazas de agredirlas. Agrega que los tres asaltantes tenían cubierto su rostro y cuando hace presencia la Policía, se logra la aprehensión de sólo una persona identificada como Luís Fernando Bedoya Ríos, quien convivía allí mismo.

Indica que para proteger los bienes jurídicos colectivos, es necesario aplicar la pena como prevención y protección, como lo dispone el art. 4 del Código Penal, que corresponde a funciones de la pena.

Cita pronunciamiento de la Corte Constitucional de fecha 7 de diciembre de 1993, para ratificar que dada la gravedad del hecho, por tener vínculo de sangre con las víctimas, sin tener en cuenta la presencia de dos menores parientes suyos, no procede el otorgamiento de beneficio alguno.

Sobre la prisión domiciliaria, adujo que el juez dejó claro que no era procedente, al no darse el elemento objetivo, porque la pena a imponer era superior a 5 años de prisión y que si bien él es padre de una menor, se acreditó que él no vivía con ella, por lo que no tenía la calidad de padre cabeza de familia.

CONSIDERACIONES:
Competencia:
La Sala se encuentra habilitada para revisar la sentencia que ocupa su atención, en virtud de los factores objetivo, funcional y territorial determinantes de la competencia, y lo estipulado por el numeral  primero del artículo 34 de la Ley 906 de 2004, bajo cuya égida se impartió este trámite procesal.
Problema jurídico:
Guardando coherencia con el recurso, la Sala estudia lo relativo al beneficio de la prisión domiciliaria, como sustitutiva de la intramural, para decidir si mantiene la determinación del a quo, o en su defecto, si el sentenciado se hace merecedor de la gracia que impetra por vía de impugnación.

SOLUCIÓN:
Previamente a decidir sobre los puntos objeto de alzada, debe el Tribunal dejar sentado que la presente actuación estuvo regida por las normas que regulan el debido proceso previsto en el artículo 29 de la Constitución Política y por ende no se observa afectación a los derechos o garantías fundamentales del acusado, por manera que no contiene ninguna irregularidad que pueda enervar lo actuado. 

Centra la defensa el objeto del recurso, en su pretensión para que se otorgue al justiciable Bedoya Ríos el beneficio de prisión domiciliaria como sustitutivo de la intramural, para el cumplimiento de la pena corporal que le fue fulminada, amparándose para el efecto en la personalidad del acusado por su excelente conducta en el establecimiento carcelario, promotor de los derechos humanos, evento por el cual recibió exaltación, aunado al resarcimiento de los perjuicios y la petición de su progenitora, quien está dispuesta a acogerlo en el seno de su hogar, y destaca que su prohijado es padre cabeza de familia y es la persona encargada de la manutención y cuidado de su pequeña hija.

La imposición de una pena y su cumplimiento, es la expresión del medio aflictivo que se ejerce sobre el individuo, como consecuencia de una conducta descontextualizada, que ha violado un precepto jurídico, es decir, la sanción deviene como consecuencia jurídica inmersa en la misma norma del Estatuto Penal que se ha violentado y su cumplimiento efectivo se rige por sus disposiciones.
Como quedó discernido, esta Colegiatura aborda el estudio sólo en lo atinente al beneficio de prisión domiciliaria, del cual se ocupa el artículo 38 del Código Penal, como quiera a ello se circunscribió la sustentación del recurso agotado por la defensa.
Tal como consagra la norma en cita,  dos son los presupuestos a tener en cuenta para decidir sobre la viabilidad de tal beneficio; el primero señala que el fallo se imponga en razón de una conducta punible cuya pena mínima prevista en la ley sea de 5 años de prisión o menos; y el segundo, que el desempeño del sentenciado en todo orden permita acreditar fundadamente que no colocará en peligro a la comunidad y que tampoco evadirá el cumplimiento de la pena.

Empero, de la literalidad de la regla 38 necesariamente debe inferirse que tal beneficio es excluyente para los eventos en que el sentenciado pertenezca al grupo familiar que ha sido víctima de su conducta punible. Así lo dispone:
“Art. 38. La ejecución de la pena privativa de la libertad se cumplirá en el lugar de residencia o morada del sentencia, o en su defecto en el que el juez determine, excepto en los casos en que el sentenciado pertenezca al grupo familiar de la víctima, siempre que concurran los siguientes presupuestos:”.

“(…)
Aunque no fue materia del recurso, es importante destacar que la Sala encuentra atinada la apreciación del fallador a quo, para negar el otorgamiento del subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena corporal, y así mismo prohíja lo tenido en cuenta para haber negado el beneficio de prisión domiciliaria.
En el presente caso se convocó a juicio en el que fue legalmente vencido Bedoya Ríos, por un hecho punible que tiene señalada pena privativa de la libertad cuyo mínimo es muy superior a cinco años y ello, sin tener en cuenta el concurso material con la otra conducta reprochada, lo cual se constituye en un obstáculo objetivo que impide la satisfacción de los presupuestos legalmente exigidos para hacerse merecedor a la gracia deprecada.
Pero además, es de suma importancia tener en cuenta que la prohibición de otorgar el beneficio aludido es perentoria, cuando el sujeto activo de la conducta pertenece al mismo grupo familiar al cual hizo víctima, como ocurrió con Luis Fernando Bedoya, quien sin el menor asomo de acatamiento a las más elementales normas de convivencia social y alejado de cualquier consideración por tratarse de sus consanguíneos más inmediatos, atacó con arma de fuego su propia vivienda, para intimidar a su señora madre Luz Eunife Ríos Jaramillo y a su abuela materna María del Carmen Jaramillo Muñoz, lo cual contribuye a imposibilitar el beneficio obsecrado en su favor por expresa y tajante disposición legal.
Recapitulando, podemos decantar que no solo es improcedente el otorgamiento de un mecanismo sustitutivo de esta naturaleza por expresa prohibición legal, dada la cantidad mínima de pena imponible para el atentado contra el patrimonio económico, sino también en la expresión taxativa de que la prisión sustitutiva no aplica cuando el sentenciado pertenezca al grupo familiar de la víctima, tal como ocurre en el asunto que ocupa la atención de la Colegiatura; de manera que ante tan perentorias prohibiciones, no se estima necesario tener en cuenta los demás aspectos subjetivos que informan la personalidad de Bedoya Ríos.
Sin embargo, de considerar que en favor del condenado se reúnen los requisitos legalmente exigidos para tenerlo como padre cabeza de familia y por consiguiente, para concederle la sanción sustitutiva por dicho concepto, bien puede la parte interesada formular la petición ante el Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, toda vez que al hacer pronunciamiento el Tribunal en el sentido indicado en este grado de jurisdicción, estaría violando el principio de la doble instancia.
DECISIÓN

Por lo anteriormente expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia, en nombre de la Republica y por autoridad de la Ley, 
RESUELVE:
Confirmar la sentencia condenatoria materia de estudio, en cuanto fue motivo de impugnación. 

Ésta decisión queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de Casación, que de interponerse, debe hacerse dentro del término legal.
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